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CORRUPCIÓN ESTRUCTURAL

    DE LAS INSTITUCIONES SANITARIAS


    Todo ser humano tiene derecho a la atención sanitaria y al tratamiento con medicamentos en cualquier lugar del mundo. La investigación, el desarrollo y la distribución de medicamentos y de fármacos es una condición fundamental para conseguir el objetivo de la atención sanitaria mundial. Si la producción y la venta de los medicamentos se realizan bajo condiciones de corrupción estructural, las prioridades de la atención sanitaria ceden ante los beneficios de las empresas, y, en consecuencia, los fármacos se convierten en un producto más entre otros. El objetivo de este artículo es estudiar qué significa la corrupción estructural de las instituciones sanitarias y cómo funciona. Pondremos como ejemplo el modo en el que ha aumentado continuamente desde la década de los ochenta la influencia de la investigación y del desarrollo comerciales de los medicamentos, recurriendo las industrias farmacéuticas para su comercialización a las universidades, los hospitales, los consultorios, las revistas científicas y las agencias gubernamentales de regulación, sin que sin embargo se haya producido influencia alguna en las prioridades empresariales.


    I. La salud como bien público


    La salud es una condición fundamental para la vida (buena) de cada ser humano. Por eso se considera uno de los bienes públicos más importantes y universales su conservación, su prevención, es decir, la disminución de los riesgos de enfermedad, el restablecimiento de la salud en caso de enfermedad así como la mitigación del sufrimiento en las enfermedades incurables. Las medidas y los apoyos para luchar contra la enfermedad se consideran por igual un derecho humano individual e internacional (Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos humanos, art. 12, y Pacto de Naciones Unidas sobre Derechos sociales, art. 25), con lo cual queda sin precisar cómo distinguir la asistencia fundamental de las prestaciones de ayuda al fomento de la salud. La tarea de las instituciones sanitarias consiste en servir al bienestar individual, que el individuo puede reclamar como un derecho. Ahora bien, no cabe duda de que una cosa es calificarlo explícitamente de «bien» moral o concebirlo como un «derecho» que puede reclamarse, y otra, sin embargo, es crear las estructuras necesarias para llevar a la práctica el derecho a la salud. No puede negarse el enorme progreso que se ha producido en el desarrollo de la medicina moderna. Pero también es verdad que el informe de 2013 de la Organización Mundial de la Salud, que registra todos los datos sobre el mundo, llega a la conclusión de que la mitad de todos los países estudiados solo tienen acceso a un 50% de los medicamentos que se consideran esenciales para una atención básica.


    En este artículo me centro en la corrupción estructural de las instituciones sanitarias, que surge del conflicto de objetivo entre las compañías farmacéuticas y las instituciones científico-médicas. No pretendemos catalogar de «buenas» a las instituciones médicas y de «mala» a la industria farmacéutica, sino que queremos, más bien, mostrar cómo el paradigma económico que rige a esta última se refleja más nítidamente de lo que debería en la investigación y la atención médicas. Nuestro estudio se dirige al estudio de la corrupción en el seno de las condiciones legales, no del crimen organizado, es decir, de los grupos que falsifican productos farmacéuticos para luego venderlos. Al menos este problema es tomado muy en serio y combatido activamente por parte de todos los gobiernos1, mientras que se fomenta la estrecha interrelación entre la industria farmacéutica y la investigación científica: hoy es impensable, por ejemplo, que la investigación universitaria no comercialice sus resultados. Las compañías farmacéuticas investigan, desarrollan, producen y venden medicamentos en estrecha vinculación con las instituciones sanitarias e investigadoras, y solo la mitad de sus inversiones tienen su origen en la ayuda pública. Constituyen un factor económico importante en los países industrializados y está en aumento en los países en vías de desarrollo. En las naciones que forman parte de la OCDE sus ingresos constituyen casi el 10% del PIB, mientras que en los Estados Unidos se eleva hasta un 17% (Valverde 2013).


    II. Corrupción estructural o institucional


    En noviembre de 2013 se celebró en el Edmond J. Safra Foundation Center for Ethics de la Facultad de Derecho de Harvard un memorable simposio sobre el tema «Corrupción y política farmacéutica». Lawrence Lessig, director del Centro, explica su definición de corrupción estructural, que él denomina «corrupción institucional», en los siguientes términos:


    La corrupción institucional consiste en ejercer una influencia sistémica y estratégica, aun cuando esta esté justificada según derecho o incluso éticamente. Esta influencia socava la efectividad de una institución al tergiversar su finalidad o debilitar su consecución. Esto puede abarcar por igual el debilitamiento de la confianza pública en la institución, que es necesaria para la realización de su finalidad, o de su misma fiabilidad2.


    Lessig subraya que su definición renuncia conscientemente a evaluar la correspondiente finalidad de una organización o institución, porque él entiende el concepto de corrupción analíticamente, no normativamente. Apoyándonos en su definición, podemos definir la corrupción estructural en nuestro contexto en los siguientes términos: la corrupción estructural de las instituciones sanitarias se produce cuando, por influencias de todo tipo, se socava su efectividad y se debilita su propia finalidad, a saber, curar las enfermedades, reducir los riesgos o mitigar el sufrimiento, en favor de otra finalidad. La corrupción no es un concepto neutro, pues significa un deterioro de la integridad moral de las correspondientes instituciones en las que deben poder confiar los seres humanos en situaciones de vulnerabilidad. De ahí que la corrupción de las instituciones sanitarias sea también más amplia que la corrupción en la industria farmacéutica. Sin embargo, esta se ha convertido en los últimos años en un problema global: el establecimiento de estructuras complacientes de comercialización y las prácticas institucionales de la industria farmacéutica desde la década de los ochenta han conducido a la sustitución sistemática de los principios éticos sociales de la atención sanitaria por los intereses económicos. Por esta razón, la corrupción estructural no puede combatirse apelando a la fuerza de carácter o a las virtudes individuales de los científicos o de los médicos. Si bien existen buenos análisis del problema, falta hasta hoy la voluntad de invertir la tendencia hacia lo económico, entre otras razones, porque no todos comprendemos las estructuras de la investigación, del desarrollo y de la venta de los medicamentos, y porque también nosotros dependemos de la fabricación y de la distribución de sus productos. Además, vivimos en una cultura política en la que se teme la injerencia política en las estrategias empresariales, porque podría tener efectos en la economía nacional, y nadie quiere asumir esa responsabilidad.


    Las interrelaciones entre las instituciones sanitarias y la industria farmacéutica están formadas por diferentes estrategias, que, en parte, son innovaciones favorables, pero que también, en parte, perjudican a la investigación y a la asistencia sanitaria. Presentamos un resumen de las estrategias de corrupción usadas por las empresas:


    – incentivos económicos a los médicos o instituciones médicas (hospitales, universidades) para que receten sus medicamentos y productos farmacéuticos;


    – alicientes para colaborar en estudios clínicos y captación de personal investigador;


    – falta de transparencia en los procesos de investigación y desarrollo mediante cláusulas de confidencialidad sobre los registros de datos;


    – falta de transparencia y ocultamiento de los efectos secundarios nocivos de los medicamentos autorizados, y también de los beneficios económicos obtenidos;


    – propaganda de productos farmacéuticos acompañados de prospectos con información dudosa;


    – «lobismo» político activo e influencia en las leyes;


    – publicación de artículos en nombre de científicos y la promoción bien calculada en revistas médicas y científicas y a través de los medios de comunicación.


    Puesto que muchas de estas prácticas apenas se conocen e incluso los mismos expertos no llegan a entender todos los detalles, consiguen en numerosos casos mantener la legalidad de maniobras y estructuras corruptoras, que, en caso contrario, quizá, se considerarían perjudiciales para el sistema e incluso totalmente ilegales. Si estas prácticas conducen a la pérdida de confianza y fiabilidad en nuestro sistema sanitario, entonces podemos decir que actualmente somos —a pesar de todos los adelantos técnicos— más vulnerables que hace unas décadas. La pregunta es si no es este un precio demasiado elevado que no podemos permitirnos por razones sociales y éticas. Con nuestro artículo queremos ofrecer, ante todo, un inventario, fundamentado en diferentes estudios, de estas prácticas que se han consolidado en estas últimas tres décadas.


    1. El poder de la industria farmacéutica


    Las grandes empresas farmacéuticas ya no actúan hoy solamente en el ámbito nacional, sino mundial. Son un factor importante para las correspondientes economías nacionales de los lugares donde se establecen: crean puestos de trabajo, se preocupan de tener una buena reputación en los campos de la investigación y del desarrollo, y cuidan de que los pacientes tengan acceso a los medicamentos y a otros productos farmacéuticos. A diferencia de la mayoría de las instituciones sanitarias financiadas públicamente, tienen que crecer cuanto puedan para mantener su nivel de competencia. Es dudoso que solamente sea un modelo de economía de mercado, que, por ejemplo, se critica desde hace más de un siglo desde la perspectiva de la moral social cristiana; a pesar de las voces a favor de las iniciativas de la formación de una «responsabilidad social de la empresa», la industria farmacéutica está actualmente lejos de una orientación de economía de mercado social. Las diez mayores empresas farmacéuticas pertenecen a las compañías más ricas del mundo, y sus ingresos son cuantiosos: Merck & Company, por ejemplo, obtuvo un beneficio del 57% en 2008, que, entre otras razones, se debió a la venta del analgésico Vioxx, sobre el que volveré a hablar más adelante (Leak 2011, p. 121).


    El mito de que el desarrollo de nuevos medicamentos constituye la mayor parte de las inversiones se destapó hace ya mucho tiempo: los nuevos medicamentos suponen el 1% de las inversiones; mucho más dinero, casi el 20%, se gasta en la investigación y el desarrollo de las variantes, denominadas preparados analógicos o también «preparados me-too», cuya ventaja o beneficio con respecto a los medicamentos existentes no tiene que demostrarse ex profeso; pero dado que que el desarrollo de un medicamento puede durar más de diez años, tienen que generarse los costes de las patentes o licencias, que garantizan el monopolio del mercado durante veinte años. Una parte de estos derechos de licencia se paga a las instituciones que han colaborado en la investigación, con lo cual pueden seguir desarrollando sus investigaciones. Las compañías norteamericanas realizan el 80% de la investigación global en biotecnología, por lo que poseen la mayor parte de los derechos de patentes sobre medicamentos en todo el mundo. El creciente mercado de los medicamentos genéricos no solo constituye para ellas una amenaza, sino también, lógicamente, la presión de los costes, que constituyen una carga para la asistencia sanitaria financiada públicamente (Valverde 2013, p. 54). La presión económica hace que la investigación, el desarrollo y la comercialización de los medicamentos se plieguen más a las estrategias mercantiles de las empresas que a los objetivos «sociales» o «éticos», a los que comprometen las convenciones firmadas por Naciones Unidas. De los miles de medicamentos que se ofrecen actualmente, la OMS considera que solo trescientos son esenciales. Resulta significativo en el marco de la asistencia sanitaria mundial que los más pobres ni siquiera tengan acceso a estos medicamentos, mientras que en otras partes cada vez se difuminan más las fronteras entre los medicamentos en sentido estricto y los productos dietéticos-cosméticos3
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